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PROYECTO DE LEY 

1211000076 Modificación de la Ley 3111987, de 18 de diciembre, de Ordenación de las 
Telecomunicaciones. 

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, 
ha adoptado el acuerdo que se indica respecto del asun- 
to de referencia: 

(121) Proyecto de ley. 
12 1/000076. 
AUTOR: Gobierno. 
Proyecto de Ley de modificación de la Ley 3111987, de 
18 de diciembre, de Ordenación de las Telecomunica- 
ciones. 

Acuerdo: 

Encomendar su aprobación con competencia legislati- 
va plena, conforme al artículo 148 del Reglamento, a 
la Comisión de Industria, Obras Piíblicas y Servicios. 
Asimismo, publicar en el Boletín, estableciendo plazo 
de enmiendas, por un período de quince días hábiles, 
que finaliza el día 4 de marzo de 1992. 

En ejecución de dicho acuerdo, se ordena la publica- 
ción de conformidad con el artículo 97 del Reglamen- 
to de la Cámara. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 11 de febrero 
de 1992.-P. D., El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Ignacio Astarloa Huarte-Mendicoa, 

PROYECTO DE LEY DE MODIFICACION 
DE LA LEY 31/1987, DE 18 DE DICIEMBRE, 

DE ORDENACION DE LAS TELECOMUNICACIONES 

Tras la pmmulgación de la Ley de Ordenación de las 
Telecomunicaciones, que estableció en España el mar- 
co jurídico básico de las telecomunicaciones, la Comu- 
nidad Económica Europea, a través de la Comisión y 
del Consejo, ha fijado el ámbito normativo común de 
este sector de las comunicaciones, dictando, entre otras, 
las Directivas de la Comisión de las Comunidades Eum 
peas 88/301/CEE y 90/388/CEE, relativas a la competen- 
cia en los mercados de terminales y servicios de 
telecomunicaci6n, basadas en el artículo 90 apartado 
3 del Tratado. 

La adaptación del marco jurídico nacional de teleco- 
municaciones al comunitario conlleva la modificación 
de la Ley 3111987, de Ordenación de las Telecomunica- 
ciones. 

Artículo 1 

Los artículos 9.1; 10; 13; 14; 15.2, 15.3, 15.4 (nuevo); 
19; 20.2; 21; 22; 23.5; 24; 28.4; 29; 33.2.c), 24,  2.g) (nue- 
vo), 2.h) (nuevo), 3.h) y 3.m) (nuevo) y 34.2 de la Ley 
3111987, de 18 de diciembre, de Ordenaci6n de las Tele- 
comunicaciones, quedan redactados del modo si- 
guiente: 
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Artículo 9 

1. A los efectos de lo previsto en la presente Ley, no 
tendrán la consideración de servicio público: 

a) h s  servicios de telecomunicación que se presten 
dentro de una misma propiedad privada, no utilicen el 
dominio público radioeléctrico y no tengan conexión 
al exterior. 

b) Los servicios de telecomunicación establecidos 
entre predios de un mismo titular que no utilicen el do- 
minio público radioeléctrico y cuya conexión se reali- 
ce exclusivamente a través de los servicios portadores. 

Todo ello, siempre que el titular del servicio y el usua- 
rio del mismo sean la misma persona física o jurídica 
y no se presten servicios de telecomunicación a 
terceros. 

Los servicios de difusión tendrán, en todo caso, la 
consideración de servicio público de telecomunicación. 

Artículo 10 

1. Las empresas o entidades explotadoras de servi- 
cios públicos basados en infraestructuras físicas de ca- 
rácter continuo que requieran de un control 
permanente y en tiempo real, podrán instalar redes pro- 
pias de telecomunicación distintas de las de los titula- 
res de servicios portadores y finales, siempre que 
dichas redes se utilicen exclusivamente para aplicacio- 
nes afectas a la propia actividad del servicio público 
concreto que exploten y para interconectar centros, ór- 
ganos y componentes de la infraestructura de dicho ser- 
vicio destinados al uso exclusivo del titular o titulares 
del servicio, con exclusión de los usuarios del mismo. 

Esta instalación requerirá autorización administra- 
tiva previa. No obstante, cuando las redes propias que 
se pretendan implantar requieran la utilización del do- 
minio público radioeléctrico se exigirá concesión ad- 
ministrativa. 

La competencia para otorgar las correspondien- 
tes autorizaciones o concesiones corresponde al Minis- 
terio de Obras Públicas y Transportes. 

Cuando del examen del proyecto presentado, se deduz- 
can unas previsiones de capacidad de red a instalar no- 
toriamente superiores a las reales necesidades del fin 
y actividad, podrá denegarse la citada autorización o 
concesión. 

3. El Gobierno, a propuesta del Ministro de Obras 
Públicas y Transportes, determinará los requisitos exi- 
gibles a los peticionarios de las autorizaciones o con- 
cesiones administrativas en relación con los proyectos 
y condiciones de explotación de las instalaciones. 

4. Las otras redes de telecomunicación que puedan 
instalar las empresas o entidades citadas en el aparta- 
do 1 tendrán la consideración, a todos los efectos, de 
redes de telecomunicación afectas a servicios de valor 
añadido de los comprendidos en el artículo 23. 

2. 

5. Para la mejor coordinación de los servicios de te- 
lecomunicación, el Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes, podrá imponer el cumplimiento de condi- 
ciones técnicas específicas o adicionales en las insta- 
laciones previstas en este artículo. Asimismo, podrá 
exigir las correspondientes homologaciones técnicas y 
la adecuada cualificación de las empresas que realicen 
servicios de instalación y mantenimiento. 

Artículo 13 

1. Servicios finales de telecomunicación son aque- 
llos que proporcionan la capacidad completa para la 
comunicación entre usuarios, incluidas las funciones 
del equipo terminal, y que generalmente requieren ele- 
mentos de conmutación. 

Son servicios finales el telefónico básico, el télex y 
el de telegramas. 

Se autoriza al Gobierno para incluir como servicios 
finales aquellos otros servicios que sean definidos CO- 

mo tales por los organismos internacionales de teleco- 
municación competentes, para ser prestados con 
carácter universal, y en particular los que se decidan 
en el ámbito de la Comunidad Económica Europea pa- 
ra su introducción coordinada en todos los Estados 
Miembros. 

2. Los servicios finales de telecomunicación se pres- 
tan en régimen de monopolio al público en general, a 
los titulares de servicios de telecomunicación que no 
tengan el carácter de públicos y a los explotadores de 
servicios de valor añadido en los términos que regla- 
mentariamente se determinen. 

La determinación de la prestación de cada servicio 
final de telecomunicación en gestión directa o indirec- 
ta se establecerá por Real Decreto. 

3. El Reglamento Técnico de cada servicio final de 
telecomunicación a que se hace referencia en el ar- 
tículo 19 deberá definir el punto de terminación de red 
de cada servicio, al cual se han de conectar los equi- 
pos terminales del mismo y, asimismo, todas las carac- 
terísticas técnicas y de explotación que deban cumplir 
los equipos terminales. 

4. Los equipos terminales, cuyas funciones estarán 
especificadas en la definición de cada servicio final de 
telecomunicación, podrán ser libremente adquiridos a 
la entidad explotadora o a otra entidad, o cedidos por 
éstas mediante cualquier otro título jurídico válido. 

Para conectar equipos terminales a los puntos de 
terminación de red, cualquiera que sea su régimen de 
utilización, será condición necesaria que los mismos 
hayan obtenido los correspondientes certificados de ho- 
mologación y aceptación de las especificaciones cita- 
das en el apartado 3 de este artículo, a fin de garantizar 
tanto la seguridad del usuario como el correcto funcio- 
namiento de la red de telecomunicación, todo ello de 
acuerdo con los procedimientos establecidos en el ar- 
tículo 29. 

5. 
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Artículo 14 

1. Servicios portadores de telecomunicación son 
aquellos que proporcionan la capacidad necesaria pa- 
ra la transmisión de señales entre puntos de termina- 
ción de red definidos. 

2. Los puntos de terminación de red a que hace re- 
ferencia la definición de servicios portadores deberán 
estar completamente especificados en todas sus carac- 
terísticas técnicas y de explotación en los correspon- 
dientes Reglamentos Técnicos citados en el artículo 19. 

El usuario podrá conectar a los puntos de termina- 
ción de red cualquier aparato o equipo de su propie- 
dad, arrendado o cedido mediante cualquier otro título 
jurídico válido por la entidad explotadora del servicio 
portador o por otra entidad, siempre que el mismo 
disponga de los correspondientes certificados de homo- 
logación y de aceptación de las citadas especificacio- 
nes, a fin de garantizar tanto la seguridad del usuario 
como el correcto funcionamiento de la red de teleco- 
municación a que esté conectado, todo ello de acuerdo 
con los procedimientos establecidos en el artículo 29. 

3. Los servicios portadores se prestan por gestión 
directa o indirecta por entidades que sean a su vez ex- 
plotadoras de servicios finales de telecomunicación, 
con las excepciones del párrafo siguiente, en las condi- 
ciones que se determinen en los Reglamentos Técnicos 
y de Prestación de cada Servicio. 

Los servicios portadores que se utilicen como soporte 
de servicios de difusión o para la transmisión de imá- 
genes se explotan por gestión directa de una entidad 
pública a la que se le atribuya por Real Decreto la pres- 
tación de estos servicios o por gestión indirecta a tra- 
vés de una entidad titular de servicios finales de 
telecomunicación, previa la correspondiente concesión 
administrativa. 

El título habilitante para la prestación de estos ser- 
vicios deberá especificar cada uno de ellos, no siendo 
válida una concesión genérica. 

Las entidades explotadoras de servicios portadores 
equivalentes estarán obligadas a establecer la interco- 
nexión de las redes para el mejor aprovechamiento de 
sus capacidades, todo ello en el ámbito de lo previsto 
en el artículo 28. 

Artículo 15 

2. La explotación de los servicios de telecomunica- 
ción regulados en la presente Ley tiene la consideración, 
como sector específico a efectos de la legislación sobre 
inversiones extranjeras en España, de actividad direc- 
tamente relacionada con la defensa nacional. 

Los concesionarios de estos servicios, sin perjuicio 
de otras condiciones que reglamentariamente puedan 
establecerse, deberán poseer la nacionalidad española. 

Si el concesionario fuera persona jurídica, la parti- 
cipación en su capital de personas físicas extranjeras 
o de personas jurídicas domiciliadas en el extranjero, 
ya sea directamente o a través de sus filiales o estable- 

cimientos en España, queda liberalizada con carácter 
general hasta el veinticinco por ciento de dicho capital. 

Superado el indicado porcentaje, se requerirá auto- 
rización del Consejo de Ministros para cualquier otra 
toma de participación adicional por inversores extran- 
jeros. Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo de Minis- 
tros podrá autorizar, asimismo, con carácter general y 
a petición de las entidades concesionarias, una parti- 
cipación extranjera en su capital social por encima de 
dicho porcentaje y hasta el límite que al efecto se esta- 
blezca. 

3. En la concesión de los servicios públicos a que 
se hace referencia en este artículo serán de aplicación 
las siguientes reglas: 

a) El plazo máximo de duración de la concesión se- 
rá de 30 años. 

b) Intrasferibilidad de las concesiones y prohibición 
de subcontratación de las prestaciones incluidas en las 
mismas, con las excepciones que reglamentariamente 
se determinen. 

c) La concesión de estos Servicios Públicos podrá 
llevar aparejada la obligación de satisfacer a la Admi- 
nistración el canon anual que reglamentariamente se 
determine, que se establecerá en función del porcenta- 
je de los ingresos brutos de explotación, sin que en nin- 
gún caso pueda exceder del uno por mil de dichos 
ingresos. 

4. En las entidades concesionarias de servicios de 
telecomunicaciones en régimen de monopolio y en aten- 
ción a las razones de interés público que en la presta- 
ción de dichos servicios concurren, con el fin de 
desarrollar las funciones de supervisión y control pre- 
cisas para garantizar aquéllos, el Gobierno: 

a) Procederá al nombramiento de un Delegado en 
la entidad. 

Las atribuciones del Delegado del Gobierno, que en 
todo caso incluirán una facultad de veto en los acuer- 
dos del concesionario, se determinarán reglamenta- 
riamente. 

b) Podrá disponer que en el contrato mediante el 
cual se encomiende la prestación monopolítica de los 
servicios de telecomunicaciones, se le reserve la facul- 
tad de designar hasta un máximo de cinco miembros 
en el órgano de administración de la entidad concesio- 
naria, que serán adicionales a los nombrados, de acuer- 
do con sus estatutos, por la Junta General de dicha 
entidad. 

Artículo 19 

Para la explotación de los servicios portadores y de 
los servicios finales de telecomunicación, será precep- 
tiva la aprobación de los correspondientes Reglamen- 
tos Técnicos y de Prestación de los Servicios. 

Dicha reglamentación deberá regular, en particular, 
los siguientes aspectos: 
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a) Definición de los puntos de terminación de red 
de los servicios portadores y de los servicios finales. 

b) Establecimiento de las características y procedi- 
mientos que han de seguirse para conectar al servicio 
los terminales homologados a través de los puntos de 
terminación de la red correspondiente. 

c) Los generales del régimen de prestación del ser- 
vicio público en cuanto a obligaciones de la prestación, 
obligaciones de mantenimiento, plazos de instalación 
y de la cobertura del servicio, así como las obligacio- 
nes contractuales entre usuario y entidad explotadora 
del servicio, regulación que no podrá contener previ- 
siones que comporten en el contrato una posición de 
desequilibrio, en perjuicio del usuario, entre los dere- 
chos y las obligaciones de las partes. 

Artículo 20 

2. Los servicios de valor añadido se prestan en ré- 
gimen de libre competencia. Su explotación podrá ser 
realizada por cualquier persona física o jurídica en los 
términos previstos en la presente Ley. 

Artículo 21 

1. Los servicios de valor añadido no tendrán la con- 
sideración de servicio público y su explotación reque- 
rirá previa autorización administrativa. 

La autorización, salvo resolución expresa, se consi- 
derará concedida transcurridos tres meses desde que 
se presente la solicitud. En ningún caso se entenderán 
adquiridos por silencio administrativo derechos o fa- 
cultades en contra de lo previsto en el Ordenamiento 
Jurídico. 

2. Quedan exceptuados de lo dipuesto en el aparta- 
do anterior: 

.!- 

- Los servicios regulados en los artículos 22 y 23 
de la presente Ley. 
- Los servicios que vayan a utilizar como soporte 

recursos limitados cuya capacidad real pueda obligar 
a limitar el número de titulares de aquellos. 

La explotación de estos servicios exigirá la correspon- 
diente concesión administrativa que se otorgará de con- 
formidad con el régimen previsto en el artícdo 
siguiente. 

3. Corresponde al Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes el otorgamiento de las autorizaciones y con- 
cesión a que se refieren el presente artículo y los ar- 
tículos 22 y 23 de esta Ley. 

Las concesiones de servicio de valor añadido, 
cuando exista capacidad suficiente para atender la de- 
manda, se otorgarán por orden de presentación de so- 
licitudes. En los supuestos en que la disponibilidad de 
los recursos obligue a limitar el número de titulares se 
otorgarán por concurso público. 

4. 

Artículo 22 

La gestión de los servicios de telecomunicación con- 
sistentes en el suministro de conmutación de datos por 
paquetes o circuitos exigirá, en el supuesto de gestión 
indirecta, concesión administrativa, en los términos 
previstos en el artículo 15 apartado 3. 

El Gobierno, reglamentariamente, establecerá el pro- 
cedimiento y requisitos exigibles para su otorgamien- 
to, pudiendo incluir: 

a) Exigencias esenciales para garantizar la seguri- 
dad, integridad, interoperabilidad de las redes y de los 
servicios y protección de datos. 

b) Obligaciones en cuanto a la permanencia, dispo- 
nibilidad y calidad de servicios. 

c) Nivel de cobertura geográfica. 
d) Medidas destinadas a salvaguardar el cumpli- 

miento de los objetivos de interés general que se hayan 
encomendado a un organismo o empresa concesiona- 
ria de estos servicios. 

El conjunto de estas condiciones deberá integrar un 
pliego de condiciones del servicio público, que debe ser 
objetivo, no discriminatorio y transparente. 

Artículo 23 

5. La Administración aprobará los Reglamentos Téc- 
nicos y de Prestación de los servicios, así como la do- 
cumentación exigible que en su caso deberá incluir los 
proyectos técnicos y condiciones de explotación de las 
instalaciones. 

Artículo 24 

1. En todo caso, las entidades que explotan los ser- 
vicios de valor añadido estarán obligadas a cumplir las 
especificaciones de los puntos de terminación de los 
servicios finales y portadores de telecomunicación que 
utilicen. A tal fin, los equipos que conecten a dichos 
puntos de terminación de la red tendrán necesariamen- 
te que haber obtenido los correspondientes certifica- 
dos de homologación y de aceptación de las citadas 
especificaciones para garantizar tanto la seguridad del 
usuario como el correcto funcionamiento de la red de 
telecomunicación. 

2. Las entidades que presten a terceros servicios de 
valor añadido en régimen de concesión deberán presen- 
tar a la Administración cuentas anuales en las que se 
especifique la participación de cada uno de dichos ser- 
vicios en sus ingresos o costes. 

3. El Ministerio de Obras Públicas y Transportes ve- 
lará para que las entidades explotadoras de servicios 
portadores o servicios finales de telecomunicación que 
a su vez ofrezcan servicios de valor añadido en compe- 
tencia, garanticen que se respete el principio de neu- 
tralidad en relación con las condiciones de prestación 
de los servicios soporte de los servicios de valor aña- 
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dido. Para ello, dichas entidades explotadoras, además 
de otros requisitos que se establecerán reglamentaria- 
mente, deberán llevar la contabilidad separada entre 
sus actividades sometidas al régimen de tarifas apro- 
badas por el Gobierno y sus actividades en régimen de 
competencia, así como solicitar la previa autorización 
para la explotación conjunta en régimen de concesión 
de servicios de valor añadido con otras entidades. 

4. El Ministerio de Obras Públicas y Transportes es- 
tablecerá un Registro Central de servicios de valor aña- 
dido otorgados en régimen de concesión en el que 
deberán estar inscritos todos los datos que reglamen- 
tariamente se determinen, tanto respecto del explota- 
dor del servicio como a las condiciones y características 
del mismo. 

5. Las entidades explotadoras de servicios de valor 
añadido vendrán obligadas a garantizar el secreto de 
las comunicaciones y el principio de no discriminación 
de ningún potencial usuario del servicio siempre que 
se encuentre dentro de la zona de cobertura del mismo 
y disponga de instalaciones suficientes para ello, todo 
esto sin perjuicio de lo que establece la Ley General pa- 
ra la Defensa de los Consumidores y Usuarios. 

Artículo 28 

4. En la elaboración del Plan Nacional de Telecomu- 
nicación colaborarán las entidades explotadoras de los 
servicios portadores, de los servicios finales de teleco- 
municación y de los servicios de difusión que dispon- 
gan de red propia. Estas entidades deberán a su vez 
elaborar, someter a aprobación y ejecutar sus propios 
planes que desarrollen la parte que les afecte del Plan 
Nacional de Telecomunicación. Todas las inversiones 
que estas u otras entidades realicen en las redes de te- 
lecomunicación tendrán que ser autorizadas por el ci- 
tado Ministerio en la forma que reglamentariamente 
se determine. 

El Plan Nacional de Telecomunicación, en el proce- 
so de desarrollo de sus Programas de Inversión, podrá 
establecer fórmulas de información recíproca y coope- 
ración con las empresas industriales, los Centros de In- 
vestigación y las entidades explotadoras de los servicios 
a fin de facilitar una mejor ejecución del Plan y garan- 
tizar la correspondencia entre el nivel de la tecnología 
disponible en cada momento y las previsiones conteni- 
das en el mismo. 

Artículo 29 

1. Corresponde al Gobierno, a propuesta del Minis- 
terio de Obras Públicas y Transportes, definir y apro- 
bar las especificaciones técnicas que permitan garan- 
tizar el funcionamiento eficiente de los servicios y re- 
des de telecomunicación, así como la adecuada utili- 
zación del espectro radioeléctrico, en relación a los 
equipos, aparatos, dispositivos y sistemas de cualquier 
naturaleza que: 

- utilicen el espectro de frecuencias radioeléctricas. 
- estén destinados a conectarse directa o indirec- 

tamente a los puntos de terminación de una red públi- 
ca de telecomunicación, con el objeto de enviar, pro- 
cesar o recibir señales. 
- puedan perturbar el normal funcionamiento de 

un servicio de telecomunicación. 

2. Corresponde al Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes: 

a) Expedir el correspondiente certificado de acep- 

b) Aprobar el modo en que deberán realizarse los 
tación de dichas especificaciones. 

ensayos para su comprobación. 

3. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados 
anteriores, el Ministerio de Industria, Comercio y Tu- 
rismo ejercerá las competencias que le corresponden 
en materia de normalización y homologación. 

Por el Gobierno se establecerán reglamentariamen- 
te los instrumentos adecuados para asegurar la coor- 
dinación de las respectivas actuaciones. 

Las especificaciones téchicas de los equipos, apa- 
ratos y dispositivos utilizados por las Fuerzas Armadas, 
se determinarán por el Ministerio de Defensa, debien- 
do ser compatibles con las redes públicas de telecomu- 
nicación para que sea posible su' conexión, en los 
términos previstos en el párrafo tercero del apartado 
2 del artículo 5. 

5. Para la importación, fabricación en serie, venta 
o exposición para la venta de cualquier aparato, equi- 
po, dispositivo o sistemas, será requisito imprescindi- 
ble haber obtenido previamente los certificados de 
homologación y de aceptación de las especificaciones 
técnicas a que se refieren los apartados anteriores. 

6. Los certificados de conformidad o procedimien- 
tos alternativos de cumplimiento de norma común ar- 
monizada cuyas referencias se hayan publicado en el 
Diario Oficial de las Comunidades Europeas, expedi- 
dos por organismos competentes designados por los Es- 
tados miembros de acuerdo con la legislación comuni- 
taria, tendrán valor equivalente al certificado de acep- 
tación para los equipos, aparatos, dispositivos y siste- 
mas procedentes de cualquier Estado de la Comunidad 
Económica Europea o de otros Estados con los que exis- 
ta acuerdo en este sentido. 

4. 

Artículo 33 

2.c) La producción deliberada de interferencias de- 
finidas como perjudiciales en el Convenio Internacio- 
nal de Telecomunicaciones, incluidas las producidas 
por estaciones de radiodifusión que estén instaladas o 
en funcionamiento a bordo de un buque, de una aero- 
nave o de cualquier otro objeto flotante o aerotranspor- 
tado que transmita emisiones desde fuera del territorio 
nacional para su recepción o posible recepción total o 
parcial en éste. 
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2.f) La interceptación sin autorización de telecomu- 
nicaciones no destinadas al uso público general. 

2.g) La divulgación del contenido o de la simple exis- 
tencia, la publicación o cualquier otro uso, sin autori- 
zación, de toda clase de información obtenida mediante 
la interceptación o recibida de forma involuntaria de 
telecomunicaciones no destinadas al uso público 
general. 

2.h) La comisión, en el plazo de un año, de dos o más 
infracciones graves, sancionadas mediante resolución 
definitiva. 

3.h) La instalación, en condiciones de funcionamien- 
to, de estaciones radioeléctricas, sin licencia o autori- 
zación administrativa cuando sea legalmente necesaria. 

La instalación sin licencia o autorización, en condi- 
ciones de funcionamiento, de estaciones de radiodifu- 
sión a bordo de un buque, aeronave o cualquier otro 
objeto flotante o aerotransportado, que, en el mar o por 
encima del mar, posibilite la transmisión de emisiones 
desde fuera del territorio nacional para su recepción 
o posible recepción total o parcial en éste. 

3.m) Los actos de colaboración con buques o aero- 
naves, ya sean nacionales o de bandera extranjera, efec- 
tuadas deliberadamente que posibiliten la producción 
de las infracciones previstas en los apartados 2.c) y 3.h), 
segundo párrafo, del presente artículo, tales como: 

- el suministro, mantenimiento o reparación del ma- 
terial. 
- el aprovisionamiento. 
- el suministro de medios de transporte o el trans- 

porte de personas, de material o de abastecimientos. 
- el encargo o realización de producciones de todo 

tipo, incluida la publicidad, destinada a su difusión por 
radio. 
- la prestación de servicios relativos a la publicidad 

de las estaciones en cuestión. 

Artículo 34 

2. Las infracciones a que se refieren los apartados 
3 y 4 del artículo 33 podrán dar lugar a la adopción de 
medidas cautelares consistentes en el precintado de los 
equipos o instalaciones por un plazo máximo de seis 
meses. 

Cuando el infractor carezca del título habilitante, se 
mantendrán las medidas cautelares previstas en el pá- 
rrafo anterior hasta la resolución del procedimiento. 

Las sanciones impuestas por cualquiera de las infrac- 
ciones comprendidas en el artículo 33, cuando se re- 
quiera título habilitante para el ejercicio de la actividad, 
podrán llevar aparejada como sanción accesoria el pre- 
cintado, incautación de los equipos o aparatos o clau- 
sura de las instalaciones en tanto no se disponga de 
dicho título. 

Artículo 2 

El inciso primero del párrafo segundo de la Disposi- 
ción Adicional Cuarta y apartado 2 de la Disposición 

Adicional Octava de la citada Ley 31/1987, quedan re- 
dactados del modo siguiente: 

Disposición Adicional Cuarta, párrafo segundo, inciso 
primero 

- Para distancias inferiores a 1.000 metros, el ángulo 
sobre la horizontal con el que se observe, desde la par- 
te superior de las antenas receptoras de menor altura 
de la estación, el punto más elevado de un edificio, se- 
rá como máximo de 3 grados. 

Disposición Adicional Octava 

2. Los sistemas radioeléctricos de buscapersonas, 
telemando, telemedida, teleseñalización, telealarmas, 
telefonía móvil en grupo cerrado de usuarios y telefo- 
nía móvil automática, se consideran servicios de valor 
añadido de los comprendidos en el artículo 23 y su ex- 
plotación se realiza en competencia. No obstante, cuan- 
do el titular y el usuario de estos sistemas sea la misma 
persona física o jurídica no será de aplicación lo esta- 
blecido en el artículo 15 apartados 1 y 2. 

Artículo 3 

En el Anexo de la citada Ley 31/1987 se modifica la 
definición contenida en el apartado 14 y se introducen 
los apartados 15, 16 y 17 con el siguiente tenor: 

<( 14. Terminal: Es todo equipo o aparato que envía 
y recibe señales sobre una red de telecomunicación a 
través de los puntos de terminación de red definidos 
y de acuerdo con las especificaciones aprobadas. 

15. Servicio telefónico básico: Es la explotación co- 
mercial para el público en general del transporte direc- 
to y de la conmutación de la voz en tiempo real desde 
los puntos de terminación de la red pública conmuta- 
da y con destino a los mismos que permita a cualquier 
usuario utilizar el equipo conectado a su punto de ter- 
minación de dicha red para comunicar con otro punto 
de terminación de la misma. 

16. Punto de terminación de red: Conjunto de cone- 
xiones físicas o radioeléctricas y sus especificaciones 
técnicas de acceso, que forman parte de la red pública 
y que son necesarias para tener acceso a esta red pú- 
blica y a un servicio o servicios portadores que la uti- 
lizan como soporte. 

Reventa de capacidad de servicio: Es la explo- 
tación comercial para el público en general del trans- 
porte de señales sobre circuitos alquilados como 
servicio independiente aunque incluya la conmutación, 
el tratamiento, el almacenamiento o la conversión de 
protocolo, si esto lo incluye solamente en la medida ne- 
cesaria para la transmisión en tiempo real desde la red 
pública conmutada y con destino a la misma.» 

17. 
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DISPOSICIONES ADICIONALES 

Unica 

Todas las referencias al N Ministerio de Transportes, 
Turismo y Comunicaciones» que se contienen en la Ley 
3111987, de 18 de diciembre, de Ordenación de las Tele- 
comunicaciones, se entenderán hechas al <(Ministerio 
de Obras Públicas y Transportes». 

Todas las referencias que en dicha Ley, así como en 
la legislación derivada de la misma, se hagan al punto 
de conexión de red se entenderán hechas al punto de 
terminación de red. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera 

El Gobierno, a propuesta del Ministro de Obras Pú- 
blicas y Transportes, establecerá por Real Decreto la 
fecha, anterior en todo caso al 1 de enero de 1996, en 
que los titulares de servicios de valor añadido podrán 
ofrecer al público la reventa de capacidad de servicio 
portador, no estando permitida la reventa hasta la fe- 
cha que se establezca en el mencionado Real Decreto. 

Hasta la fecha fijada de conformidad con lo dispuesto 
en el párrafo anterior, por el Ministerio de Obras Pú- 
blicas y Transportes se establecerá el porcentaje máxi- 
mo autorizado en capacidad y en facturación, imputa- 
ble a un servicio final o de difusión en el total del ser- 
vicio del valor añadido, cuando dichos servicios inclu- 
yan prestaciones adicionales de aquéllos. 

Segunda 

Los servicios portadores contemplados en el artícu- 
lo 14 de la Ley de Ordenación de las Telecomunicacio- 
nes, no obstante lo dispuesto en el mismo, seguirán 
prestándose en régimen de monopolio hasta el 1 de ene- 
ro de 1993. 

Tercera 

No obstante lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley 
de Ordenación de las Telecomunicaciones, los servicios 
de telecomunicación consistentes en el suministro de 
conmutación de datos por paquetes o por circuitos, con- 
tinuarán teniendo la consideración de servicio porta- 
dor, y en consecuencia les será de aplicación el régimen 
jurídico previsto para éstos, hasta el 1 de enero de 1993. 

Cuarta 

El servicio de telefonía móvil automática previsto en 
la Disposición Adicional Octava.2 de la i e y  de Ordena- 
ción de las Telecomunicaciones seguirá teniendo la con- 
sideración de servicio final y seguirá prestándose en 
régimen de monopolio hasta el 31 de diciembre de 1993. 

DISPOSICION DEROGATORIA 

Quedan derogadas todas las disposiciones de igual 
o inferior rango que se opongan a lo establecido en es- 
ta Ley. 

DISPOSICIONES FINALES 

Primera 

Se faculta al Gobierno para dictar las oportunas dis- 
posiciones que hayan de adaptar la Ley 31/1987, de 18 
de diciembre, de Ordenación de las Telecomunicacio- 
nes, a la normativa comunitaria que se promulgue y sea 
de obligado cumplimiento para el Reino de España. 

Segunda 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado». 
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